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De las rentas mínimas a la 
Renta Básica de las Iguales
y mucho más
RESUMEN
El presente artículo describe la Renta Básica de las Iguales y la contrapone a las rentas 
mínimas, incluyendo una descripción de la renta garantizada de ciudadanía del País 
Valencià. La Renta Básica de las Iguales es una herramienta de transformación social 
vinculada a una intervención social emancipadora
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movilización social.
ABSTRACT
The present article describes Citizens’ Basic Income, and sets this in contrast to minimum 
incomes, including a description of the guaranteed citizenship income of the País Valencià. 
Citizens’ Basic Income is a tool for social transformation linked to emancipating social in-
tervention.
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1. NO HAY EMPLEO PARA 
TODAS: EL SURGIMIENTO 
DE LAS RMI EN EL MARCO 
DE LA U.€.1
Como todas sabemos durante el año 1985, 
se firma el Acta Única, que concretaba la vo-
luntad de los países firmantes (entre ellos el 
Estado español) de abrir las fronteras para 
mercancías y capitales el 1 de enero de 1993. 
Igualmente se acordaba llegar antes de esa 
fecha a un acuerdo sobre las políticas eco-
nómicas de lo que entonces aun se denomi-
naba Comunidad Europea. Desde ese mismo 
momento en que se concretan los primeros 
pasos de lo que será el llamado Tratado de 
Maastricht (que se formaliza en esa ciudad 
fronteriza en 1992), con sus claros objetivos 
de parir un Banco Central Europeo y poner 
en marcha una moneda única común, se co-
mienza a hablar entre los distintos gobiernos 
europeos de aquella U.€. a doce, sobre qué 
hacer con las gentes más empobrecidas. Se 
asume con claridad, que ya nunca volvería-
mos a conocer sociedades de pleno empleo y 
que desde ahora en adelante debíamos con-
vivir con el desempleo. Por ello se entiende 
que llega el momento de atender a quienes 
se van a quedar fuera del mercado laboral 
de manera permanente, digamos que se 
evidencia un problema estructural, que im-
plica que las sociedades de la U.€. deben 
habituarse y convivir con la falta de empleo 
(Fernández Durán, 1996). 
Ése es el punto de partida de las llamadas 
RENTAS MINIMAS DE INSERCION (RMI), que 
nacen como derecho subjetivo para atender 
a las gentes empobrecidas (la llamada po-
breza extrema). 
1  La utilización del símbolo € para sustituir la E de Unión 
Europea no es fruto de un error tipográfico: queremos 
significar con ello el carácter marcadamente mercantil 
de dicho organismo, que nació con el objetivo de servir 
a los intereses de los grandes capitales europeos (ver 
por ejemplo Fernández Durán, 1996).
Entre 1986 y 1989 se continuaba con estas 
reflexiones y debates, sobre qué RMI se de-
bería aconsejar a los Estados miembros de 
la futura U.€. que pusieran en marcha a 1 de 
enero de 1993. Fue durante 1989 cuando se 
llegó al acuerdo entre los diferentes Gobier-
nos que la propuesta a proponer como ideal 
debía ser la Renta Mínima de Inserción (RMI) 
francesa que había nacido el año anterior. De 
esta manera se cierra el debate y se estable-
ce una propuesta referente (Sáez, 2004). 
Evidentemente este consejo desde la U.€. 
se plantea como deseo, algo así como que 
se les decía a los Estados miembros, nos 
gustaría que ustedes pongan en marcha 
en sus países una medida similar o pareci-
da a la RMI francesa. El Estado español de 
entonces lo gestionaba, en parte, el PSOE 
(gobierno central) y lanzó la responsabilidad 
de poner en marcha una RMI descafeinada 
a las recién nacidas Autonomías, eludiendo 
cualquier compromiso desde el gobierno 
central. De esa manera es como se inicia un 
proceso de creación de RMI desiguales. Po-
demos afirmar que en su mayoría son Ayu-
das de Emergencia Social disfrazadas, don-
de el cambio fundamental es el enunciado de 
la prestación y lo novedoso la incorporación 
para acceder a esta prestación de la llama-
da contraprestación o contrapartida. Sólo la 
Comunidad Autónoma Vasca, pone en mar-
cha una RMI parecida a la francesa, en 1989, 
que se sumaba a las Ayudas de Emergencia 
Social ya existentes en dicha comunidad con 
anterioridad y de esa manera modifican la 
realidad de las medidas para atender a las 
personas en situación de pobreza extrema 
en dicho territorio (Sáez, 2004).
Desde entonces hasta hoy, los cambios en los 
enunciados de leyes o decretos de gobiernos 
autonómicos, no han llevado a un cambio en 
el resto de autonomías que permita hablar 
de que exista realmente un derecho subjetivo 
en forma de RMI.
Igualmente en el marco de la actual U.€. 
esa recomendación/deseo que se lanzaba en 
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itinerarios o contratos de contrapresta-
ción, establecidos entre el beneficiario y la 
Administración Pública, con el objetivo de 
promover acciones de desarrollo y búsque-
da de la autonomía social, de formación y 
perfeccionamiento de la cualificación pro-
fesional, actividades de interés general, o 
bien de inserción en el medio profesional.
Leídas tal cuál, pueden “sonar” bien, pero la 
realidad es que existen muchas “trampas” en 
dichas prestaciones:
- Las RMI no son un derecho, sino un subsi-
dio que se otorga a la familia o se conce-
den de forma asistencial.
- No son un derecho universal, no todos los 
ciudadanos pueden beneficiarse del mis-
mo, sino únicamente las familias pobres 
que se encuentran dentro de la definición 
oficial. No se erradica sino que permanece 
el estigma de la pobreza.
- No son incondicionales, ya que su conce-
sión está sujeta al compromiso de inser-
ción en el mercado de trabajo y al nivel de 
ingresos de la persona o familia beneficia-
ria. No se erradica sino que permanece 
el estigma del parado y se generaliza el 
estigma del subsidiario, estimulando a su 
vez las trampas de la pobreza y del paro.
- Introducen un coste social, en términos de 
control y un coste económico muy elevado 
en términos de administración burocráti-
ca, habiendo que cumplir con los requisi-
tos diseñados de demostración de origen 
y nivel de ingresos así como someterse a 
la obligación genérica de búsqueda de em-
pleo, de realizar trabajos de utilidad social 
o de participación de actividades formati-
vas, o de aquellas otra muchas condicio-
nes que el contrato de contraprestación 
determine.
En resumen podemos decir que las RMI 
atropellan los principios de universalidad e 
incondicionalidad y, parcialmente, de indivi-
dualidad.
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1989 para todos los Estados, ha llevado a la 
no implantación de este derecho subjetivo 
(RMI) en la mayoría de los 27 actuales paí-
ses miembros de la U.€., incrementándose 
las desigualdades en los marcos legislati-
vos de los distintos países (Iglesias Fernán-
dez, 2006).
La U.€., desde sus órganos de gestión co-
tidianos, sigue hablando en el 2010 de la 
deseabilidad de implantar las RMIs en cada 
Estado miembro, pero sin dar un solo paso, 
ni tomar medidas para que ello sea realidad. 
2. CARACTERÍSTICAS 
FUNDAMENTALES DE LAS 
RMI2
En cada comunidad autónoma se exigen 
unos u otros requisitos diferenciados así 
como también es diferente la cuantía de las 
prestaciones, pero podemos decir que todas 
las RMI tienen unos principios básicos. Las 
características fundamentales de las RMI 
son las siguientes:
- Se trata de subsidios diferenciales o com-
plementarios que elevan los ingresos pro-
pios de las personas a un mínimo estable-
cido por cada CC.AA.
- Los receptores de dichas ayudas son las 
unidades familiares o unidades económi-
cas de convivencia.
- Requieren la demostración de necesidad y 
la comprobación de necesidad y medios.
- La edad mínima de percepción de dichas 
ayudas son los 25 años (18 años en algu-
nas excepciones).
- Requieren un periodo que oscila entre los 2 
y 3 años de empadronamiento según unas 
u otras CC.AA.
- Incorporan de forma expresa los llamados 
dispositivos de inserción conocidos como 
2  El siguiente apartado está basado en la información 
extraída de Iglesias Fernández, 2003.
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3. LA RENTA GARANTIZADA 
DE CIUDADANÍA EN EL 
PAÍS VALENCIÀ
La ley 9/2007, de 12 de marzo, pone en mar-
cha la Renta Garantizada de Ciudadanía de la 
Comunidad Valenciana. En el Preámbulo de 
la ley se habla de los cambios estructurales 
que están detrás de la necesidad de impul-
sar la RGC. Se apuntan fenómenos como la 
globalización, el envejecimiento de la pobla-
ción, el descenso de la natalidad, el aumento 
de las personas dependientes y la presencia 
de la mujer en el mercado de trabajo. De 
cara a hacer frente a la “complejidad” que 
supone este entramado, los legisladores se 
proponen una meta consistente en “lograr 
un nivel suficiente de bienestar de todos los 
ciudadanos y ciudadanas que venga a ga-
rantizar las condiciones mínimas necesarias 
para la existencia de una igualdad en su sen-
tido material”3.
Para conseguir esta igualdad se propone la 
creación de la RGC, consistente en “el dere-
cho a una prestación económica gestionada 
por la red pública de servicios sociales, de 
carácter universal, vinculada al compromiso 
de los destinatarios de promover de manera 
activa su inserción sociolaboral y la finalidad 
de la cual es prestar un soporte económico 
que permita favorecer dicha inserción de las 
personas a las que faltan los recursos suficien-
tes para mantener un adecuado bienestar per-
sonal y familiar atendiendo a los principios 
de igualdad, solidaridad, subsidiariedad y 
complementariedad”.
Así pues ya tenemos los elementos esen-
ciales de la RGC. Se trata de una prestación 
económica, por tanto es una cantidad de di-
nero que se entrega con una periodicidad de-
terminada. Gestionada por la red pública de 
servicios sociales. Se plantea como “univer-
sal”, es decir, dirigida a todos los ciudadanos 
3 Las citas que aparecen entre comillas pertenecen al 
texto de la Ley 9/2007 de 12 marzo de Renta Garantiza-
da de la Comunidad Valenciana.
y ciudadanas, aunque no es incondicional. En 
su definición la RGC marca dos condiciones. 
Los destinatarios deben comprometerse a 
“promover” su inserción en el mercado de 
trabajo. El otro requisito está vinculado con 
el nivel de renta que han de tener las perso-
nas destinatarias de la RGC.
El artículo 20 de la ley establece la cuantía 
máxima: “La cuantía máxima de la presta-
ción para un único titular será del 62% del 
Indicador Público de Renta de Efectos Múl-
tiples (IPREM). En 2010, el IPREM anual con 
pagas es de 621’2 euros, por lo que la pres-
tación para un único titular sería de 385’14 
euros. Esta cuantía se incrementará en un 
5% del IPREM si existe un segundo miembro 
de la unidad familiar o de convivencia, y en 
un 3% para cada uno del tercero y siguien-
tes miembros de esta unidad. Para llegar al 
100% del IPREM, la unidad de convivencia ha 
de tener trece miembros. En ningún caso el 
importe de la RGC superará el IPREM.
El artículo 6 define el Plan Familiar de In-
serción como “el conjunto de medidas pro-
puestas por el equipo social de la entidad 
local, la finalidad de las cuales es conseguir 
la inserción social y/o laboral y que deberá 
cumplirse por los destinatarios de la renta 
garantizada de ciudadanía”. La obligación de 
cumplir con estas medidas afecta a toda la 
unidad de convivencia. El Plan Familiar de 
Inserción deberá contener un diagnóstico in-
dividual y familiar y, además, una comproba-
ción de los recursos económicos con los que 
cuenta la unidad familiar. También se exige 
que se solicite la inclusión a los programas 
de inserción y capacitación del SERVEF y que 
no se haya causado baja voluntaria en el tra-
bajo dentro de los 12 meses anteriores.
La ley de la RGC se publicó en 2007, pero no 
entró en vigor hasta un año después, puesto 
que la propia ley preveía un periodo de ca-
rencia de un año. El decreto que desarrolla 
la ley se publicó en julio de 2008. A finales de 
ese mismo mes, se publicó un decreto que 
reducía un 55% la financiación disponible 
para la RGC, pasando de 5’6 a 2’5 millones 
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de euros el crédito reservado para la RGC (La 
Verdad, 2009). Un año después, en agosto de 
2009, la Generalitat volvió a ampliar el crédi-
to para la RGC.
EL intento de buscar balances o memorias 
públicas sobre el nivel de implementación 
y el impacto de la RGC ha sido infructuoso. 
No existe a disposición de la ciudadanía nin-
gún documento con este tipo de información. 
Únicamente hemos podido localizar alguna 
información proveniente de grupos políticos 
de la oposición. Destacamos los datos que 
aporta el grupo municipal socialista en el 
ayuntamiento de València, que afirma que la 
RGC sólo es percibida por 385 personas en 
dicha ciudad (Diario Crítico CV, 2010).
Entre la documentación existente de la fase 
de estudio del anteproyecto de ley de la RGC, 
el Consejo Económico y Social de la Comu-
nidad Valenciana (CES) emitió un dictamen 
en junio de 2006. En este documento, el CES 
recomienda al legislador que retire la refe-
rencia al silencio administrativo negativo re-
cogido en el artículo 25 de la ley 9/2007. El 
CES considera que al tratarse de una norma 
de materia social se debe acoger el criterio 
de la ley 30/1992 que regula el procedimiento 
administrativo. Plantea el CES que “la falta 
de respuesta nunca puede causar perjuicios 
innecesarios al ciudadano, por lo que nor-
malmente debe hacerse valer el interés de 
quien ha cumplido correctamente con las 
obligaciones legales impuestas” (CES, 2006: 
4). Finalmente el gobierno valenciano omitió 
esta recomendación.
Otro aspecto destacable es que la ley 9/2007 
mantiene cierta ambigüedad en aquellos 
aspectos referentes a la individualidad del 
derecho a la RGC. Introduce la noción de 
beneficiarios, que es distinta de la del titu-
lar de la RGC y, a partir de ésta, desarrolla 
una orientación familiarista. Esta orientación 
sería opuesta a las recomendaciones de al-
gunos de los más destacados autores de 
política social, que precisamente plantean 
la “desfamiliarización” de las prestaciones 
como uno de los requisitos para facilitar el 
acceso de las mujeres al mercado laboral 
(Esping-Andersen, 2000).
El preámbulo de la ley de la RGC nombra 
una serie de procesos que justificarían la 
actuación pública (globalización, pobreza...). 
No obstante, no existe ninguna referencia a 
la situación concreta en la Comunidad Va-
lenciana. Tampoco hemos podido encontrar 
ninguna referencia a un diagnóstico o análi-
sis que acompañara la propuesta de la RGC. 
Esta ausencia supone, desde el punto de vis-
ta del análisis de las políticas públicas, que 
en las primeras fases no se ha justificado 
suficientemente la adopción de las decisio-
nes. Por otra parte, la no inclusión de datos 
concretos que fundamenten la propuesta de 
la RGC, dificulta la evaluación del impacto 
de la misma. Si desconocemos cuál es la 
situación concreta sobre la que se pretende 
actuar (recordemos que sólo se mencionan 
cuestiones generales), difícilmente se podrá 
medir cómo ha evolucionado el problema 
después de implementar la RGC.
Según el Instituto Nacional de Estadística 
(2010) el 19’5% de la población española está 
por debajo del umbral de pobreza relativa y 
577.500 hogares tienen todos sus miembros 
potencialmente activos en paro. Esto se tra-
duce en que aproximadamente el 3’5% de 
la población valenciana está por debajo del 
umbral de pobreza extrema (INE, 2010). Con 
estos datos, si tomamos como indicador 
aproximado de la implementación la cifra de 
385 personas que cobrarían la RGC en la ciu-
dad de València, se puede conjeturar que tal 
vez la RGC no está teniendo el impacto que 
debería: València, que representa casi el 20% 
de la población de la Comunidad Valenciana 
sólo tiene un 0’047% de sus habitantes como 
perceptores de la RGC. No deja de ser una 
conjetura, pero todo parece apuntar a que el 
impacto de la RGC está por debajo de lo que 
sería esperable y deseable4.
4  Una vez redactado el presente texto apareció en pren-
sa que la estimación más optimista de población del 
País Valencià a la que alcanza la RGC es del 0’07% (El 
País, 25/10/10).
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- en definitiva, si parte de modelos de corte 
liberal y asistencial o desde modelos de 
justicia social (Sáez, 2003).
Así existen modelos débiles, fundamental-
mente vinculados a espacios académicos, 
que tratan de justificar su viabilidad para 
“venderla” como propuesta parlamentaria. 
Una vez más, una implantación social de 
arriba abajo (lo cual perpetúa la base de las 
relaciones de poder que nos llevan al mis-
mo lugar del que partimos, con ingresos o 
sin ellos).
Los modelos débiles podrían ser considera-
dos positivos siempre y cuando supongan un 
paso hacia la consolidación del modelo fuer-
te (como veremos más adelante). Es decir, 
únicamente pueden ser aceptados siempre y 
cuando cumplan estas condiciones mínimas:
- Han de ser concedidos individualmente a 
cada persona, por lo menos a partir de los 
16 años.
- No han de exigir ninguna contrapartida, tan-
to en términos de trabajo, como estudios, 
etc.
- La cuantía a percibir ha de ser, por lo me-
nos, igual a la determinada por el umbral 
de pobreza5.
- Han de reconocer y estar encaminados 
hacia el modelo fuerte, basando su im-
plantación en todo un proceso de debate y 
movilización desde la base social para que 
suponga realmente el cambio de modelo 
social y no solo un mecanismo dentro del 
sistema capitalista (Iglesias Fernández, 
2004).
Así, podemos enumerar algunos elementos, 
que aun siendo positivos, harían de la Renta 
Básica un instrumento débil, dentro del siste-
ma:
- Es un mecanismo de redistribución de la 
renta. Este sistema contribuirá significati-
vamente a redistribuir la renta más equi-
5  El umbral de pobreza viene cuantificado por la mitad 
de la renta per capita del país.
La relación entre los recursos disponibles y 
el impacto de la RGC también sería un as-
pecto a incluir en un análisis más detallado. 
Las oscilaciones en el financiamiento de la 
RGC han sido considerables: se ha pasado 
de casi 6 millones de euros, a algo menos 
de 3 y, finalmente, casi se ha triplicado esta 
cifra. La falta de análisis financieros de la 
RGC no facilita la evaluación de la misma. 
Sería necesario conocer no sólo el número 
total de perceptores y monto global desti-
nado a la RGC, sino también el desglose de 
los costes: qué parte se destina a la gestión, 
cuál al pago de las prestaciones, etc. Sin esta 
información, cada vez que aparece un nuevo 
decreto modificando el crédito disponible no 
podemos hacer otra cosa que un auto de fe. 
Además, este tipo de evaluaciones suponen 
uno de los contenidos fundamentales de la 
rendición de cuentas (Landman, 2007). Y sin 
rendición de cuentas la calidad de la demo-
cracia baja considerablemente.
4. DE LOS INGRESOS 
MÍNIMOS A LOS INGRESOS 
SUFICIENTES: RENTAS 
BÁSICAS DÉBILES
Ya desde el año 1994 se vienen planteando 
propuestas de Rentas Básicas de Ciudada-
nía que tratan de superar las anteriormente 
descritas rentas mínimas, pasando de poner 
la centralidad en el empleo a la centralidad 
en la persona.
De manera general se concibe la Renta Bási-
ca de ciudadanía como un ingreso de carácter 
individual, universal, incondicional y suficiente 
para toda persona por el hecho de serlo. Ahora 
bien, cabe distinguir entre distintas Rentas 
Básicas, siendo los modelos débiles o fuertes:
- en función de si buscan una reforma del 
sistema o la transformación social;
- si la contemplan como un fin en si mismo o 
como un instrumento anticapitalista;
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- Contribuye a eliminar los estigmas sociales. 
El hecho de refundir todas las prestacio-
nes sociales en la RB permitiría eliminar 
el estigma de paro y sus correspondientes 
subsidios, el estigma de la pensión y sus 
correspondientes prestaciones sociales, 
el estigma de la pobreza y sus correspon-
dientes limosnas (públicas y privadas), y el 
estigma de la marginación.
- Podemos subrayar que la RB se convier-
te ella misma en un pilar del nuevo siste-
ma de bienestar para este nuevo milenio, 
nuevo en el sentido de que las prestacio-
nes pasan a basarse en el concepto de 
ciudadano/a y no en la condición de traba-
jadores/as de la población. 
- La RB, incluso en sus fases de aplicación 
débil pero transitoria, siempre que no 
conlleve una contraprestación laboral, y 
seamos conscientes de que es una alter-
nativa asistencial, puede facilitar la mejora 
y dignidad de la atención a ciertos colectivos. 
En estas condiciones, y con este grado de 
consciencia, esta característica ya justifi-
caría el interés social por este nuevo dere-
cho (Iglesias Fernández, 2003).
5. UNA APUESTA POR 
INSTRUMENTOS DE 
TRANSFORMACIÓN SOCIAL: 
LA RENTA BÁSICA DE LAS 
IGUALES
Visto que hay modelos de renta básica que 
pueden ser fácilmente incorporados a los 
valores del sistema, como un elemento más 
de asistencia social, desde Baladre propone-
mos una herramienta para la transformación 
del sistema capitalista: la Renta Básica de las 
Iguales (RBis).
Si es el propio modelo el que produce y nece-
sita la pobreza y la exclusión social, tenemos 
que ahondar en espacios de autonomía que 
nos lleven hacia un horizonte de sociedad di-
ferente. Desde Baladre entendemos la RBis 
tativamente, la RB se enfrenta y va directa-
mente contra la pobreza, siempre y cuando 
la cantidad que se establezca como RB sea 
igual a la considerada como umbral de po-
breza. (y no inferior como se acepta en los 
modelos débiles).
- Da seguridad económica. Este derecho a la 
renta, y la correspondiente cantidad que 
se asigne a la misma, supone un colchón 
económico que permite al/la ciudadano/a 
y al/la trabajador/a defenderse mejor 
de las contingencias a las que hoy se ve 
expuesto/a. 
- Se convierte en un fondo de resistencia para 
la lucha de clases. A su vez, a los sindicatos 
les daría un mayor poder para enfrentarse 
a la patronal, especialmente cuando tuvie-
ran que recurrir a la huelga, ya que la RB 
se convierte en estas situaciones de con-
flicto en un fondo de resistencia que puede 
utilizar cada trabajador/a contra el miedo 
al despido, al paro, a la pérdida de las re-
muneraciones salariales.
- Permite iniciar otros modos de vida. Supone 
una medida liberadora que nos saque del 
salario del miedo6, en vez de aceptar las 
leyes de la Economía de Mercado con su 
aumento de la inseguridad y las diferen-
cias sociales. La RB podría utilizarse como 
fondo de referencia desde donde comen-
zar otros ámbitos de autonomía individual 
y colectiva, ámbitos nuevos de consumo, 
de formas productivas colectivas dentro y 
al margen del mercado, etc.
- Contribuye a luchar por la igualdad de gé-
nero. Fomentar la igualdad de la mujer y 
el hombre en el mercado de trabajo. En el 
caso de la mujer, esta podrá enfrentarse a 
las relaciones patriarcales dentro de la fa-
milia en mejores condiciones económicas 
(Aguado, 2002).
6 Miedo en el sentido de la dependencia de un ingre-
so, sea este el salario, la prestación de desempleo, el 
subsidio familiar, la renta mínima de inserción, contin-
gencia a la que todos los ciudadanos no propietarios 
estamos sujetos. 
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igualitario para todas. Porque entendemos 
que vivir con dignidad es un derecho funda-
mental que no se puede alcanzar sin elimi-
nar de raíz las profundas desigualdades que 
nos oprimen. Pero que tampoco puede llegar 
si las personas no nos hacemos protagonis-
tas de nuestra propia emancipación.
6. DE LAS RMI A LA 
RBIS UN PROCESO DE 
MOVILIZACIÓN SOCIAL
Hemos visto las características y diferencias 
entre las rentas mínimas de inserción, las di-
ferentes rentas básicas y la Rbis. Pero ¿Cómo 
planteamos el paso de los dispositivos del es-
tado del bienestar de sometimiento y control a 
instrumentos que generen cambio social?
Las mayores dudas y reticencias en este ca-
mino hacia la propuesta de la renta básica de 
las iguales vienen siempre por la cuestión de 
la implementación y de la financiación (que 
esconden detrás procesos de arriba-abajo, 
sin la gente y una actuación caritativa y re-
formista). Ante esto ya existen, desde la pro-
puesta de RBis distintas herramientas como 
los estudios de viabilidad, las oficinas y puntos 
de información o las campañas por los dere-
chos sociales y la redistribución de la riqueza, 
que demuestran las posibilidades y que nos 
dan muchas pistas de cuáles son los pasos 
iniciales para desarrollar la propuesta desde 
la movilización social.
Los estudios de viabilidad se plantean como 
procesos de reflexión, enfocados para la ac-
ción, útiles para las personas y grupos que 
ya están realizando un trabajo concreto en 
su realidad social. No debemos caer en las 
investigaciones meramente académicas o en 
los estudios planteados como simulaciones, 
sino en el estudio de la viabilidad social de 
la RBis, partiendo de la realidad que ya exis-
te, en nuestros barrios, pueblos y ciudades 
y generando relaciones y tejido en el propio 
proceso de investigación.
no como un fin en sí misma, sino como un 
instrumento fundamental que nos ayude a 
romper los mecanismos de explotación. Por 
una parte, dejar de estar atados a la escla-
vitud del salario para satisfacer las necesi-
dades materiales fundamentales. Por otra, 
el construir otras relaciones sociales al mar-
gen de la lógica del productivismo y el con-
sumismo, en las que el valor del trabajo sea 
social y no individual. Finalmente, ahondar 
en la libertad real de las personas, dado que 
asegura la base material para poder disfru-
tar de todos los demás derechos humanos.
Las características instrumentales y políti-
cas que definen a la RBis frente a los mode-
los débiles son:
- Individual: la persona como sujeto de dere-
cho en igualdad, no la familia.
- Universal: para todas, sin motivos de ex-
clusión, independiente de la situación per-
sonal.
- Incondicional: esto es, no sujeta a contra-
partidas ni laborales, ni de ingresos.
- Equitativa: la cuantía será igual para todas 
las personas, como mínimo el equivalente 
al umbral de la pobreza (50% de la renta 
per cápita).
- Refundición de las prestaciones actuales 
(ingresos de inserción, subsidios de des-
empleo o agrarios, pensiones...).
- Fondo social: un porcentaje de la RBis in-
dividual iría a constituir un Fondo de Renta 
Básica para mejorar los bienes colectivos. 
Todas las personas tendrían el derecho a 
participar y decidir cómo se asignarían las 
partidas.
- Desde la base social: la RBis nace con una 
idea fundamental de movilización desde 
las personas y movimientos sociales, de 
abajo a arriba (Iglesias Fernández, 2003).
Así pues, esta propuesta será válida en tan-
to nos sirva para articular procesos sociales 
antagonistas, que vayan construyendo aquí y 
ahora los retales de algo nuevo, más justo e 
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empujan a pasar de las RMis como instru-
mentos de cohesión y control social a la RBis 
como herramienta para el cambio social.
Iniciativas de este tipo que han surgido y que 
están trabajando en esta línea en la actua-
lidad serían: la oficina del colectivo BERRI-
OTXOAK en Barakaldo, que lleva funcionando 
desde noviembre de 1997; en Málaga, en el 
barrio de Palma Palmilla se ubica el punto 
de información ENCONTRASTE; en Xàtiva 
se sitúa el Punt d’Informació sobre Drets 
Socials LA CANYOTA; en Xixón encontramos 
la Oficina de Información sobre Derechos y 
recursos sociales “LA ESPIRAL”; en Vigo la 
Oficina de Derechos Sociales de la COIA; la 
Asamblea Canaria por la redistribución de la 
riqueza desde La Casa, en la Orotava (Tene-
rife) o las distintas oficinas en distintos luga-
res de Catalunya. Son iniciativas que desde 
realidades y contextos concretos y particu-
lares (ciudades, pueblos, barrios o comar-
cas) proponen la movilización hacia la Renta 
Básica de las Iguales desde la exigencia de los 
Derechos a unos ingresos suficientes.
7. PARA TERMINAR, NO 
OLVIDAR: “RENTA BÁSICA 
DE LAS IGUALES Y MUCHO 
MÁS”
Como hemos visto a lo largo de todo el texto, 
si creemos en la posibilidad de transformar 
la realidad y darle la vuelta a este modelo 
social, vemos que la Renta Básica de las 
Iguales puede ser una herramienta útil para 
caminar hacia ese objetivo. 
Si entendemos la propuesta, nos damos 
cuenta que el camino hacia esa transforma-
ción tiene que ir acompañado de un cambio 
de valores vinculado a las características que 
le dan sentido a la RBis y la hacen diferente a 
otras propuestas.
Ahora bien, desde Baladre siempre decimos 
que la RBis por sí sola no tiene sentido, por-
Un ejemplo de estos procesos de investiga-
ción para la acción sería el estudio de viabi-
lidad de la Renta Básica de las Iguales en Al-
fafar7 (Valencia), donde desde la realidad de 
la localidad se plantean propuestas para la 
implementación. El estudio es utilizado den-
tro de un engranaje de luchas colectivas y 
de trabajo desde lo comunitario por hacer la 
vida viable a las personas que forman parte 
del barrio. Es el complemento de una lucha 
más global y que seguro será una herra-
mienta útil en las luchas y movilizaciones 
que se plateen en el futuro8. 
Por otro lado las oficinas o puntos de informa-
ción pretenden acercar la información sobre 
los recursos y las ayudas sociales a la gente, 
siempre partiendo de que son un derecho al 
igual que lo es la educación o la salud; rom-
per la idea de “culpabilización individual” que 
socialmente se les plantea y devolverla des-
de una lógica de injusticia social.
Las oficinas y puntos de información sobre 
derechos pueden tener una utilidad doble, 
por un lado, ofrecer información de utili-
dad, a las personas que buscan una ayuda, 
en clave colectiva; y por otro lado, permite 
conectar cual es la realidad que vive mucha 
gente y de qué manera están dando respues-
ta desde los servicios sociales y sus actuales 
recursos para la inclusión social. 
Este es el aspecto que permite generar el 
paso siguiente, y que nos parece que es el 
otro punto fuerte de las oficinas, que es el 
de generar movilización social a través de 
la visibilización y la denuncia. Visualizar las 
situaciones injustas y denunciar que son in-
suficientes las respuestas que se dan si que-
remos caminar hacia la justicia social.
Esta visualización y denuncia, articuladas en 
campañas por los derechos sociales o por 
la redistribución de la riqueza, son las que 
7  La publicación del informe de este estudio está previs-
ta para finales de noviembre de 2010.
8  Se puede conocer más de estas luchas en “Desde el 
Parke frente a la crisis social”, Cuadernos, escribir para 
informar, leer para actuar, Nº 16, Zambra - Baladre.
 TSnova60
DIARIO LA VERDAD. 2009. “Otro contra-
tiempo: mucho menos dinero” (publicado el 
09/03/09).
ESPING-ANDERSEN, G. (2000). Fundamen-
tos sociales de las economías postindustriales. 
Barcelona: Ariel Editorial.
FERNÁNDEZ DURÁN, R. (1996). Contra la 
Europa del Capital. Madrid: Talasa Ediciones.
IGLESIAS FERNÁNDEZ, J. (2006). ¿Hay alter-
nativas al capitalismo?: La Renta Básica de las 
Iguales. Xàtiva: Baladre / Zambra.
IGLESIAS FERNÁNDEZ, J. (2004). La cultura 
de las rentas básicas: historia de un concepto. 
Barcelona: Virus Editorial.
IGLESIAS FERNÁNDEZ, J. (2003). Las rentas 
básicas. El modelo fuerte de implantación te-
rritorial. Barcelona: El Viejo Topo.
LANDMAN, T. (2007). Developing democracy: 
concepts, measures and empirical relations-
hips. Consultado en http://www.idea.int.
MUÑOZ RODRÍGUEZ, D. (2009). “De barrios 
en lucha a barrios a combatir: breve repaso a 
algunas cuestiones a tener en cuenta sobre 
barrios periféricos”, en SÁEZ, M. y MUÑOZ, 
D. (2009); Nuestros barrios, nuestras luchas. 
Experiencias de intervención en barrios perifé-
ricos. València: La Burbuja / Zambra / Bala-
dre; pp. 151-172.
SÁEZ, M. (2004). “La Renta Básica y mucho 
más: una realidad de lucha en el territo-
rio español”, en IGLESIAS FERNÁNDEZ, J.; 
BUSQUETA, J.M. y SÁEZ, M. (2004); Todo so-
bre la Renta Básica. Barcelona: Virus Edito-
rial / Baladre; pp. 17-60.
que no tiene por qué suponer cambio alguno; 
es necesario acompañarla de otras muchas 
iniciativas y luchas que la complementen y 
que favorezcan el cambio social, aquí y ahora, 
hacia esa otra sociedad que soñamos y que 
nos permita hacernos conscientes de que 
otra realidad es posible.
Por eso siempre hablamos de Renta Básica 
de las Iguales y mucho más, porque entende-
mos que hay distintas propuestas y formas de 
organizarnos que son útiles en ese camino a 
recorrer (como hemos visto con anteriori-
dad). Iniciativas al fin y al cabo, que buscan 
generar conciencia y movilización social des-
de las personas. Y es que se hace necesa-
rio poner en marcha propuestas que hagan 
conscientes a las personas de la realidad 
que vivimos y partícipes de los cambios que 
se vayan logrando; tenemos que ser capaces 
de generar cambios en lo cercano, ya que es 
en lo próximo donde las personas nos sen-
timos más vinculadas y donde reconocemos 
aquello que nos afecta (Muñoz, 2009). 
En la realidad actual, ante los problemas y 
las desigualdades que vivimos, cada día co-
bra más sentido movilizarnos y reivindicar 
una Renta Básica de las iguales, inventar 
nuevas propuestas que sean una alternativa a 
lo ya existente. Es necesario defender el de-
recho a la ¡RENTA BÁSICA DE LAS IGUALES 
Y MUCHO MÁS!
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